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ACCIÓN DE NULIDAD 
INTERPUESTA POR LA 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 
CONTRA LAS RESOLUCIONES 
476 y 505 DE 1997 EMANADAS 
DE LA JUNTA DEL ACUERDO 
DE CARTAGENA 
AIvrECEDENTES 
Colombia, al igual que otros paises de la Co-
munidad Andina, inidó de~de el prínt ¡pio dL' 
la década de lo~ años 90 una serie de refor-
mas estructurales en sus políticas financi 'ra, 
cambiaría, de comercio exterior y laboral, con 
el fin de permitirle al país participar adecua-
damente dentro del contexto de una econo-
mía mundial globalizada . Es así como se 
modificó en 1993 el régimen de capitales, 
permitiendo mayor libertad a este tipo de 
transacciones. 
Igualmente, de de comienzos de la década, 
Colombia experimentó un fenómeno de en-
trada masiva de capitales que dificultó su ma-
nejo macroeconómico. Por esta razón, en 1993 
la Junta Directiva del Banco de la República 
como autoridad cambiaría, impuso al 
financiamiento externo de corto plazo un 
mecani mo de depósito no remunerado, cuyo 
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monto y duración se ha venido modificando 
desde entonce~ de acuerdo con la coyuntura 
cambiaria l . Este depó. ito, di ciiado para en-
can.:<..:er los flujos ele corto pl.LLO, ha ~ido obje-
to de numero o~ e tudio académicos , los 
cuales han encontrado particularmente be né -
fico el hecho de prevenir que las obligacione 
externa~ e pacten a plazos cortos l . De esta 
forma, Cololnbia ha sido meno~ vulnerable a 
los llamados "capitales golondrina". 
En efecto, el propósito del depósito no re-
munerado es igualar el costo de los créditos 
externos a los internos para lo plazos mayo-
res con el fin de desincentivar la entrada de 
capitales de corto plazo, los cuales, como e 
conocido, pueden tener efectos nocivos en 
las economías . 
La conveniencia de este tipo de instrumen-
tos ha ido materia de discusión no sólo en 
el marco de las reuniones del Consejo Ase-
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or d Mini tras de Hacienda, Gobernadores 
de bancos centrale y organismos encargados 
de la planificación económica de la Comuni-
dad Andina, sino también de los organismos 
multilaterales de crédito. En dichas reunjo-
ne hubo consenso en que la volatilidad de 
las economías, generada por choques exter-
nos, e traduce en una altísima inestabilidad 
de los flujos comerciales e impide que el co-
mercio de bienes se desarrolle de acuerdo con 
las ventajas competitivas de largo plazo. Bue-
na parte de los beneficios de la integl'ación 
en cuanto a asignación intraregional, se pier-
de por la inestabilidad. 
Cabe resaltar que las normas cambiadas co-
lombianas contemplaban excepciones con el 
fin de evitar que se afectaran los flujos de 
financiamiento comercial. Es así como 'e ex-
cluían de la obligación del depósito la finan-
ciación de imponación de bienes con plazo 
inferiores a seis meses y los d , tinados a la 
importación de bienes de capital indepen-
dientenlente del plazo de finan ¡ación. 
No obstante lo anterior, los Gobiernos de 
Venezuela y Bolivia olicitaron en 1997 a la 
Junta del Acucrdo de Cartagena (hoy Secre-
taría General de la Comunidad Andina) que 
se pronunciara obre el alcance y legitimidad 
de la constitución de un depósito para la fi-
nanciación de importaciones en moneda ex-
tranjera que tuvieran un plazo mayor de s 
meses, frente al ordenamiento andino . 
La Junta del Acuerdo de Cartagena O NAC) 
expidió las resoluciones ,*76 y 505, ambas de 
1997 por las cuale consideró el depósito a 
la financiación de las importaciones como una 
restricción que incidía sobre la importación 
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de productos originarios y procedente de los 
países miembro del Acuerdo de Cartagena. 
Dando cumplinüento a las resoluciones de 
la JUNAC la Junta Directiva del Banco de la 
República eliminó la obligación de depósito 
a la financiación de importaciones. 
La JUNAC sustentó su decisión en un infor-
me de experto realizado en 1989 en el cual 
se clasificó las restricciones cambiadas en 
tres grupos: las restricciones cuantitativas 
de cambios, las cambiarias de costo -aque-
llas que incrementan el costo de las divisas 
y sólo actúan indirectamente sobre la can-
tidad demandada de divisas- y las restric-
cioncs administrativas. 
Jl LA DEMANDA DE NUUDAD 
La Secretaría de la Junta Directiva del Ban-
co de la República , a nombre de la Repúbli -
ca de Colombia, demandó en mayo de 199H 
la nulidad de las resoluciones <f 76 Y 505 de 
la JUNA yel Tribunal de Justicia de la Co-
munidad Andina, acogiendo los argumen-
tos formulados por la Secretaría, declaró el 
13 de octubre de 2000 la nulidad ele dichas 
resoluciones. 
En los argumento presentado ante el Tribu-
nal quedó clal'o que el régitnen cambiado co-
lombiano no contempla ninguna de las 
restriccione ' consideradas por el Grupo ele 
Experto como limitaciones cambiarias que 
afecten las operacione de comercio exterior. 
En efecto, no existen restricciones a la adqui-
sición de divisas por parte de residente para 
honrar sus obligaciones con el exterior. En el 
caso específico de las importaciones, el régi-
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men cambiario no contempla norma alguna 
que impida, restrinja o limite el acceso a los 
importadores colombianos al mercado 
cambiario para adquirir, a la tasa vigente en el 
mercado, las divisas necesarias para atender 
sus compromisos . Basta que el importador 
acuda a alguna de las entidades autorizadas 
para que pueda adquirir las divisas nece arias 
para cumplir sus obligaciones con el exterior. 
Es más, el régimen colombiano faculta el pago 
de importaciones en moneda legal colombia-
na y autoriza a los residentes del exterior a 
adquirir divisas en el mercado cambiario co-
lombiano con el p.-oducto de exportaciones 
canceladas en moneda legal de este país. 
Por otra parte , el régimen cambiarío colom-
biano no contempla mecanismos como licen-
cia~ de cambios, cuotas o contingentes de 
divi a , presupue~ tos de divisas o la prohibi-
ción o ~u spensión temporal de asignación de 
divisa~ . los cuales fueron identificados por e l 
Grupo d e Expertos Gubernamentales en A~­
p ectos Cambiarios como res triCCiOnes uan-
tilativas de cambios. 
Tampoco prevé tipos de cambio diferencia-
do , impuestos él la adquisición de di isas , 
diferenciales no bancarios, depó itos previo 
o garantías para poder acceder a las divisas , 
plazos mínimos para el pago o remesa de 
di isa , financiamiento externo obligatorio 
de las imponaciones u obligatoriedad de 
apertura de cartas de crédito, mecani mos 
todos ellos, identificados por el Grupo de 
Expertos como restricciones cambiarias de 
co tos. 
Finalm.ente, la constitución del depósito no 
remunerado no es una r stricción adminis-
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trativa que dificulte el acceso de divisas . En 
efecto, la definición dada por el Grupo de 
Expertos menciona claramente que este tipo 
de re trícciones se refiere a aquellas que di-
rectamente incrementan el precio de las di-
visas y sólo actúan indirectamente sobre la 
cantidad demandada de las mismas, situación 
que claramente no era aplicable para el caso 
en estudio. 
El depósito no remunerado a la financia-
ción externa de ituportaciones de plazos de 
más de seis meses , no genera un sobr co to 
en el precio de las divisas. Este mecanismo, 
como ya se indicó, tiene por objeto , en un 
contexto macroeconómico de alta afluen-
cia de capital extranjero y de difer nciales 
de tasas de inleré internas y externa~ , pre-
venir la entrada de capitales ele corto pla-
zo a tra és de financiamiento en luoneda 
extranjera . 
Por lo di ' ho anteriormente , era evidenle que 
las conclusiones del Grupo de Experto ' uti-
lizadas por la jLJNAC para sust ntar el acto 
que se demanda no tienen r la ión alguna 
on la supuesta restricción al gada y, por lo 
tanto , eran inaplicables para motivar la de-
cisión tomada en la Resolución ,*76 de e a 
Corporación. 
La ]UNAC también argumentó en la resolu-
ción demandada que "la obligación del de-
pó ito dificulta las importaciones financiadas 
sujetas a este requisito, las cuales resultan 
encarecidas por el co to en que incurren los 
ilnportaclores al cumplir con tal exigencia" . 
A juicio de la República de Colombia, el de-
pósito no remunerado a la financiación ex-
terna de importaciones de má de ei meses 
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es, en la práctica, una regulación al crédito y 
al ingl'eso de divisas, que incide en el com-
portamiento total de la economía. Llevando 
el argumento de la JUNAC al extremo tam-
bién podría considerarse como una restric-
ción al comercio una medida tomada por la 
autoridad monetaria para aumentar las tasas 
de interés. 
Dado que la regulaciones cambiadas colom-
bianas que imponen la obligación del depó-
sito no remunerado al crédito externo son 
de carácter general aplicable a todos los re-
sidentes en Colombia, no puede afirmarse 
que por eSLa vía se hiciera más costosa la 
compra de biene~ importados frente a los 
nacionales. En efecto, si un residente en 
Colombia obtiene una financiación externa 
para la compra de un bien producido en el 
país, nec sariam.cnte tendrá que sujetarse al 
depósito no remunerado in establecerse 
ventaja alguna. 
Como argumento adicional se señaló que las 
norma~ cambiarias colombianas, incluido el 
depósito no remunerado a la financiación 
externa, están acordes con las disposiciones 
previstas para el efecto por el Fondo Mone-
tario Internacional y hasta la fecha no han 
recibido reparo alguno de ese organismo 
multilateral. 
III. LA DECISIÓN DEL 7R.lBUNAL 
El Tribunal de Justicia de la Comunidad 
Andina, acogiendo los argumentos antes re-
señados declaró el 13 de octubre de 2000 la 
nulidad de las resoluciones 476 y 505 de la 
Junta del Acuerdo de Cartagena. 
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Los siguientes fueron los principale argu-
mentos que sustentaron el fallo: 
l. El Tribunal ele Justicia ele la Comunidad 
Andina consideró que el Informe de Ex-
pertos Gubernamentales sobre Asuntos 
Cambiaríos del Grupo Andino del año 
1989, en el cual se fundamentaban las re-
soluciones anuladas, no el-a aplicable a la 
medida adoptada por el Banco de la Re-
pública y por lo tanto, no podía constituir 
fundamento válido para sustentar la Re-
solución 476. 
En efecto, dicho informe definió las res-
tri ciones canlbiaria~ y de costo como 
aquellas que "directamente incremcntan 
el precio de las divisas y sólo actúan indi-
rectamente sobre la cantidad demandada 
de las mismas". Sin embargo, entre las ra-
zones e puestas por la demandada (Secre-
taría General de La Comunidad Andina) 
-que a su juicio jUMiftcarían la calificación 
de la medida colombiana como r"cstricción 
al comercio- con~ta que "Ia medida no pro-
duce un obrecosto del precio de las divi-
sas al momento de su adquisición, por 
cuanto ésta se adquiere a la tasa represen-
tativa del mercado, pero sí produce un 
sobrecosto a la importación", lo que des-
virtúa la aplicación del concepto emitido 
por lo ' expertos. 
2 . Al no er aplicable el Informe de Expertos 
Gubernamentales, las resolucione no te-
nían motivación alguna. En palabras deJ 
Tribunal, la motivación de lo actos' pue-
de ser sucinta, pero la fundamentación o 
las razones mismas deben ser suficientes 
y encontrarse respaldadas por datos obje-
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tivos que resulten congruentes con lo fi-
ne que la justifican. Mayor minuciosidad 
en la motivación será exigida cuando los 
poderes atribuidos a la Administración co-
munitaria otorguen un amplio margen de 
apreciación o actuación discrecional, 
como en efecto ucede en algunos casos 
de determinación de gravámenes o res-
tricciones, en lo cuales no basta la sim-
ple confrontación de la medida interna 
con el principio de libre circulación de 
mercanCÍas establecido por el Artículo 71 
del Acuerdo de Cartagena (o su equiva-
lente), sino quc será necesario justificar 
la decisión ante el país micmbro y ante sí 
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misma, a través de un juicio lógico fun-
dan"lentado en reales razones de hecho y 
de derecho". 
n C ONCLUSIÓN 
En conclusión, a partir de la ejecutoria del 
fallo del Tribunal de Justicia de la Coo"luni-
dad Andina es posible, si se considera conve-
niente, imponer mecanismos como el 
depósito a la financiación de importaciones, 
sin que se considere que ello constituye una 
restricción al comct-cio dentro del álnbito de 
la Comunidad Andina. 
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NOTAS 
En la actualidad, el depósito es de 0%. 
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